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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia  – 29 de junio de 2017 – Concede
Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00563-00
Accionante:


Claudia Lucero Toro Valencia.

Accionado:


el Juzgado Primero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el Juzgado Octavo Civil Municipal y la Alcaldía Municipal de esta ciudad.
Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



TUTELA CONTRA TUTELA – IMPROCEDENTE – “Solicitó declarar que dicha providencia es nula por violación de los artículos atrás indicados y ordenar al Juzgado que dentro de los 30 días siguientes al fallo, conceda el amparo que promovió frente al Alcalde Municipal de Pereira, quien debía agotar  el procedimiento de aprobación ante el Congreso de La República, mediante ley de declaratoria de patrimonio cultural turístico religioso de la ciudad de Pereira, para conceder al grupo católico la autorización del uso de la Plaza de Bolívar.

(…)

El caso que ocupa la atención de la Sala, tiene como eje la decisión de segunda instancia, adoptada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, el 30 de mayo de 2017, dentro de la acción de tutela que la misma accionante promovió contra la Alcaldía Municipal de Pereira, que confirmó la dictada en primer grado por el Juzgado Octavo Civil Municipal que, a su vez, la declaró improcedente, al no hallar que con la autorización expedida por la Alcaldía Municipal para que durante la Semana Santa se realizaran actividades religiosas de carácter católicas en la Plaza de Bolívar de Pereira, trasgresión alguna.
(…)

Descendiendo al caso de ahora y al margen de los razonamientos que se exponen, y compártase o no la decisión del Juzgado Primero Civil del Circuito, el asunto presenta una realidad insoslayable para esta Sala, que se reduce al hecho de que no es factible inmiscuirse en la actividad de otro juez constitucional para revisar una providencia de esa clase, cuando dicha labor corresponde, en el estado actual de cosas, a la Corte Constitucional, Corporación a la que debe ser remitido el expediente para ese efecto.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio veintinueve de dos mil diecisiete
Expediente: 66001-22-13-000-2017-00563-00 
Acta N° 340 de junio 29 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Claudia Lucero Toro Valencia, contra el Juzgado Primero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el Juzgado Octavo Civil Municipal y la Alcaldía Municipal de esta ciudad.
ANTECEDENTES

Claudia Lucero Toro Valencia, quien actúa en su propio nombre, promueve acción de tutela frente al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, en procura de la protección de los derechos constitucionales fundamentales contenidos en los artículos 13, 19 y 29 de la Constitución Política, que estima trasgredidos con la sentencia proferida por ese despacho el 20 de mayo de 2017, en la acción de tutela radicada al número 2017-00316-01.
Solicitó declarar que dicha providencia es nula por violación de los artículos atrás indicados y ordenar al Juzgado que dentro de los 30 días siguientes al fallo, conceda el amparo que promovió frente al Alcalde Municipal de Pereira, quien debía agotar  el procedimiento de aprobación ante el Congreso de La República, mediante ley de declaratoria de patrimonio cultural turístico religioso de la ciudad de Pereira, para conceder al grupo católico la autorización del uso de la Plaza de Bolívar, para transmitir con imágenes y altavoces las homilías de Semana Santa.

Los hechos relatados para así pedir, admiten la siguiente síntesis:
La Jueza Primero Civil del Circuito de esta ciudad, en forma violatoria del debido proceso, por vías de hecho y por sentimiento personal religioso, abandonó sus deberes constitucionales y legales de fallar en derecho e incurrió en vías de hecho, al haber desconocido sentencias judiciales anteriores, que no permiten la agravación de una condena al apelante único, además de disfrazar la ilegalidad cometida como un acto cultural religioso, sin que una ley de la República, como sucedió en Popayán, así lo declarara. La funcionaria confirmó un fallo de primera instancia sin tener tal situación de presente y prohijando un acto arbitrario del señor Alcalde; no valoró una prueba extraprocesal, desatendió que la soberanía del Estado no se puede conceder a grupos religiosos, sin una orden previa del Congreso, pues se generaría un caos en el orden público con los mismos efectos que producen las barras bravas del fútbol profesional colombiano. Agregó que la sentencia mal interpretó el artículo 19 de la CN, toda vez que la Plaza de Bolívar no puede ser centro de un solo grupo de particulares, ya que las homilías se hacen en recintos cerrados y cuando un juez profiere un fallo alejado de la Constitución y de la ley, motivado por su credo religioso, no está representando el Estado de Derecho; además, junto con su familia se ha visto compelida a escuchar doctrina que difiere de la suya, pues la Plaza es un sitio público y no es propio que para Semana Santa se le otorgue un uso exclusivo a determinado grupo religioso. 
Entre otros documentos, aportó copias de la sentencia que recrimina calendada a mayo 30 de 2017 y de otras providencias de carácter constitucional.

Se dio el impulso de rigor con la vinculación del Juzgado Octavo Civil Municipal y de la Alcaldía de Pereira.

Por medio de apoderado judicial, la entidad territorial, con fundamento en precedente jurisprudencial, hizo referencia a la improcedencia de una acción de tutela contra una sentencia proferida dentro de asunto de igual estirpe, sin que el caso presente encaje dentro de las excepciones que para ello se han planteado. 
CONSIDERACIONES
El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

El caso que ocupa la atención de la Sala, tiene como eje la decisión de segunda instancia, adoptada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, el 30 de mayo de 2017, dentro de la acción de tutela que la misma accionante promovió contra la Alcaldía Municipal de Pereira, que confirmó la dictada en primer grado por el Juzgado Octavo Civil Municipal que, a su vez, la declaró improcedente, al no hallar que con la autorización expedida por la Alcaldía Municipal para que durante la Semana Santa se realizaran actividades religiosas de carácter católicas en la Plaza de Bolívar de Pereira, trasgresión alguna.
Pero, para decirlo de una vez, la Corte Constitucional ha hecho énfasis en el sentido de que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para atacar una sentencia que se haya proferido dentro de un asunto de igual carácter, lo que la ubica en el campo de la improcedencia.

De tiempo atrás, con sentencia T-041 de 2010, posición que se ha mantenido en el tiempo
, expresó la Corte Constitucional, trayendo a cuento abundantes pronunciamientos de similar índole, que: 

  


“3.1. Ha explicado esta corporación que el mecanismo para confutar la decisión de un juez de tutela es la impugnación de la misma, si es de primera instancia, y su opcional revisión por parte de la Corte Constitucional:

  


“El mecanismo constitucional diseñado para controlar las sentencias de tutela de los jueces constitucionales que conocen y deciden sobre las acciones de tutela, por decisión del propio Constituyente, es el de la revisión por parte de la Corte Constitucional. Esta regulación, no sólo busca unificar la interpretación constitucional en materia de derechos fundamentales sino erigir a la Corte Constitucional como máximo tribunal de derechos constitucionales y como órgano de cierre de las controversias sobre el alcance de los mismos. Además, excluye la posibilidad de impugnar las sentencias de tutela mediante una nueva acción de tutela - bajo la modalidad de presuntas vías de hecho - porque la Constitución definió directamente las etapas básicas del procedimiento de tutela y previó que los errores de los jueces de instancia, o inclusive sus interpretaciones de los derechos constitucionales, siempre pudieran ser conocidos y corregidos por un órgano creado por él - la Corte Constitucional - y por un medio establecido también por él – la revisión.

  


 …   …   …

  


La Constitución misma previó un proceso especial contra cualquier falta de protección de los derechos fundamentales: la revisión de las sentencias de tutela proferidas por los jueces constitucionales (art. 86 inciso 2º C.P.). La revisión que lleva a cabo la Corte Constitucional incluye las vías de hecho de los mismos jueces de tutela. Se trata de un mecanismo especial para garantizar el cierre del sistema jurídico por el órgano constitucional encargado de salvaguardar la supremacía de la Constitución. 

  


(…)
   


Admitir que los fallos de tutela definitivamente decididos o excluidos para revisión sean luego objeto de una nueva acción de tutela, sería como instituir un recurso adicional ante la Corte Constitucional para la insistencia en la revisión de un proceso de tutela ya concluido, lo cual es contrario a la Constitución (art. 86 C.P.), a la ley (art. 33 del Decreto 2591 de 1991) y a las normas reglamentarias en la materia (arts. 49 a 52 del Reglamento Interno de la Corte Constitucional). Las Salas de Selección de la Corte Constitucional, salvo sus facultades legales y reglamentarias, no tienen la facultad de seleccionar lo que ya ha sido excluido de selección para revisión ni una acción de tutela contra uno de sus fallos de tutela. Esto por una poderosa razón. Decidido un caso por la Corte Constitucional o terminado el proceso de selección para revisión y precluido el lapso establecido para insistir en la selección de un proceso de tutela para revisión (art. 33 del Decreto 2591 de 1991 y art. 49 a 52 del Reglamento Interno de la Corte Constitucional
), opera el fenómeno de la cosa juzgada constitucional (art. 243 numeral 1 C.P.). Una vez ha quedado definitivamente en firme una sentencia de tutela por decisión judicial de la Corte Constitucional, no hay lugar a reabrir el debate sobre lo decidido.”

  


Lo precedente resalta el valor jurídico que tienen las decisiones de tutela y lleva a concluir que no es posible la presentación de acciones de esa misma entidad contra fallos de tutela, los cuales al adquirir el carácter de cosa juzgada son inamovibles, una vez se ha tomado la decisión de no escoger el caso en la Sala de Selección. Igual ocurre cuando, de seleccionarse, se profiere la sentencia de tutela correspondiente, confirmando o revocando la providencia de instancia.

  


3.2. La Sala Plena de esta Corte, mediante la precitada sentencia SU-1219 de 2001, unificó la jurisprudencia referida a la imposibilidad de interponer acciones de tutela contra fallos de la misma naturaleza que han resuelto situaciones jurídicas previamente planteadas por esta misma vía
, reiterando además que la competencia para efectuar la revisión de los fallos proferidos por los jueces constitucionales es de carácter exclusivo y excluyente, de conformidad con lo que establece el artículo 86 de la Constitución Política.

  


Destacó adicionalmente que la improcedencia de la acción de tutela contra fallos de tutela, a la luz de la Carta Política, se justifica para: “i) hacer efectiva la protección de los derechos fundamentales confiada por la Carta Política a todos los jueces y ii) garantizar el acceso efectivo a la justicia, toda vez que cierra la posibilidad de que el cumplimiento de las órdenes de tutela se dilate de manera indefinida, en cuanto garantiza a quien reclama sobre la protección constitucional que el asunto de la vulneración de sus derechos fundamentales será resuelto de una vez.”
 
En el mismo sentido, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia señaló que: 

  


“De otra parte, se destaca que la jurisprudencia constitucional tiene definido de tiempo atrás que la acción de tutela resulta inconducente frente a decisiones emitidas en procesos del mismo linaje. Y como en el caso concreto la queja constitucional se dirige contra la sentencia de tutela proferida el 2 de abril de 2009 por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, resulta claro que el amparo no puede concederse, pues, se repite, éste no procede frente a decisiones emitidas en trámites de tutela.

 

  


Al respecto viene al caso acotar que ante una equivocación o arbitrariedad en que puedan incurrir los jueces en sede de tutela al ocuparse de la pertinente decisión, no sería una nueva queja de tal naturaleza la idónea para contrarrestar el supuesto quebranto, sino únicamente la revisión eventual, instrumento que está pendiente de surtirse ante la Corte Constitucional, aspecto que pone de relieve la existencia de otro medio de defensa judicial, al que debe acudir el interesado en procura de dilucidar las inconformidades referidas, pues la tutela no puede convertirse en un mecanismo paralelo (exps. 2006-01425-01 y 2007-02023-00).

 

3.      Sin embargo, excepcionalmente se ha reconocido que podría abrirse paso una solicitud de amparo contra decisiones adoptadas en procesos de tutela, si ha habido una violación grave al debido proceso o al derecho de defensa.

 

4.      Con todo, incluso en esos eventos extremos de grave violación de los derechos al debido proceso o a la defensa, no se puede abrir paso el amparo reclamado si hay medios de defensa judicial en curso o pendientes de decisión, como en efecto se observa que los hay en el asunto que ahora se resuelve, pues la revisión eventual ante la Corte Constitucional no se ha surtido aún.”

Descendiendo al caso de ahora y al margen de los razonamientos que se exponen, y compártase o no la decisión del Juzgado Primero Civil del Circuito, el asunto presenta una realidad insoslayable para esta Sala, que se reduce al hecho de que no es factible inmiscuirse en la actividad de otro juez constitucional para revisar una providencia de esa clase, cuando dicha labor corresponde, en el estado actual de cosas, a la Corte Constitucional, Corporación a la que debe ser remitido el expediente para ese efecto. 

Pensarlo de otra manera sería dejar abierto el camino a la incertidumbre constitucional, cuyo límite ha sido señalado expresamente por el legislador y le corresponde a la alta Corporación, después de lo cual las decisiones que se adopten hacen tránsito a cosa juzgada; sin perjuicio, claro está, de que pudieran darse situaciones extremas que permitieran recurrir a este mecanismo, incluso contra decisiones en otra acción de tutela; mas, ya está dicho, y se repite, ello no puede acontecer mientras esté pendiente, como lo está en este caso, la revisión establecida en el Decreto 2591 de 1991.  
Desde esta perspectiva, salta a la vista una causal de improcedibilidad, que se declarará, porque la demandante cuenta con ese mecanismo judicial idóneo para hacer valer su derecho. 
  



Se absolverá, de otro lado, a los demás intervinientes  por no hallarse de su parte trasgresión de derechos a la accionante.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Claudia Lucero Toro Valencia, contra el Juzgado Primero Civil del Circuito local.
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
A su regreso, archívese.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                       DUBERNEY GRISALES HERRERA  





                     En uso de compensación
� Sentencia T-133 de 2015; SU-055 de 2015


1 “Reglamento Interno de la Corte Constitucional, Artículo 49. Sala de Selección de Tutelas. (…) Según el artículo 33 del decreto 2591 de 1991, es facultad de la Sala de Selección escoger de forma discrecional las sentencias de tutela que serán objeto de revisión. En tal virtud, las peticiones que se reciban de personas interesadas en que se revise un fallo de tutela, serán respondidas por el secretario general de la (…)


� SU-1219/01, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. Cfr. SU-154/06, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


��HYPERLINK "http://internet/sentencias/2002/T-021-02.rtf"�T-021/02� , �HYPERLINK "http://internet/sentencias/2002/T-217-02.rtf"�T-217/02�, �HYPERLINK "http://internet/sentencias/2002/T-354-02.rtf"�T-354/02�, �HYPERLINK "http://internet/sentencias/2002/T-432-02.rtf"�T-432/02�, �HYPERLINK "http://internet/sentencias/2005/T-944-05.rtf"�T-944/05� �HYPERLINK "http://internet/sentencias/2006/T-059-06.rtf"�T-059/06� (ENTRE OTRAS).


�Cfr. T-059/06 M. P. Álvaro Tafur Galvis, T-1204/88, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Sentencia de marzo 27 de 2009, ref. 11001-02-03-000-2009-00815-00, M.P. Arturo Solarte Rodríguez
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